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I. INTRODUCCIÓN  

El próximo mes de diciembre de 2021 el Ministro 

José Fernando Franco González Salas concluye su 

periodo de 15 años en la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación (SCJN). Esto es un acontecimiento 

relevante para el Estado de Derecho en México 

desde un punto de vista jurídico, político y 

económico, por la importancia que tienen las 

resoluciones de la SCJN como máximo órgano de 

legalidad y tribunal constitucional en México. 

La importancia que tiene para el Estado de Derecho 

contar con poderes judiciales y personas que 

imparten justicia  de forma independiente e 

imparcial en cualquier país del mundo es 

indiscutible. Así, también en México, es 

fundamental que el proceso de renovación de esta 

vacante se lleve a cabo no solamente bajo los 

parámetros establecidos en la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante 

“CPEUM”), sino que también se tomen en cuenta 

estándares y buenas prácticas internacionales para 

llevar a cabo un proceso transparente, abierto y 

participativo. 

Si bien no se desconoce que el proceso de 

nombramiento de ocupar una posición vacante en 

la SCJN es encargado por la Constitución a dos 

órganos políticos que gozan de discrecionalidad en 

el proceso, esto no significa que las decisiones del 

Ejecutivo Federal y del Senado de la República sean 

arbitrarias. Llevar a cabo un proceso que considere 

a las personas profesionales del derecho que 

cuentan con  los mejores perfiles para integrar la 

terna para esta relevante posición, y permitir a la 

comunidad jurídica y a la sociedad en general cierta 

forma de participación, es un imperativo para un 

Estado democrático de Derecho. 

La designación de las y los Ministros de la SCJN, al 

ser uno de los tres Poderes en que se divide el 

Supremo Poder de la Federación, es una decisión de 

Estado. La Suprema Corte resuelve asuntos de 

trascendencia nacional, definiendo el contenido y 

alcance de los derechos humanos, el equilibrio 

entre poderes y los distintos órdenes de gobierno. 

El impacto de las resoluciones del máximo tribunal 

es cada vez más evidente, pues la sociedad reclama 

conocer el sentido y contenido de las sentencias. Es 

en este sentido que cualquier esfuerzo de la 

comunidad jurídica para garantizar la calidad 

jurídica, ética profesional, e imparcialidad de sus 

operadores de justicia es relevante no solo a nivel 

nacional sino internacional. Por esta razón, el 

Colegio de Abogados de la Ciudad de Nueva York a 

través del Consejo de Abogadas y Abogados para 

los Derechos Civiles y Económicos (Lawyers Council 

for Civil and Economic Rights, en adelante 

“Consejo”), un programa del Centro Cyrus R. Vance 

para la Justicia Internacional (Vance Center for 

International Justice, en adelante “Vance Center”), 

ha identificado este proceso como relevante en 

México y también en las Américas por la posición de 

México como líder regional. 

El proyecto del Consejo reconoce que el bienestar 

de una sociedad depende del buen funcionamiento 

del Estado de Derecho, como elemento 

fundamental para el ejercicio de los derechos civiles 

y económicos y para una economía nacional 

próspera. Las empresas existen solo como resultado 

de las leyes que permiten su constitución y les 

otorgan personalidad propia, poderes y 

responsabilidades. Sus actividades prosperan en 

estados en los que todas las personas, instituciones 
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y entidades (tanto públicas como privadas) incluido 

el propio Estado, participan y son responsables de 

las leyes que se promulgan públicamente, se aplican 

de forma igualitaria y se juzgan de forma 

independiente, y que son compatibles con las 

normas y estándares internacionales de derechos 

humanos. 

El Estado de Derecho es particularmente 

importante cuando las empresas consideran 

cualquier inversión a nivel nacional e internacional. 

Las empresas confían en su equipo de abogados 

para que les aconsejen si los sistemas jurídicos de 

un país (que, por supuesto incluyen a su sistema de 

administración de justicia), ofrecen una mitigación 

suficiente de los llamados riesgos políticos que 

existen en cualquier país, tales como la corrupción 

oficial, la demora excesiva o la imprevisibilidad en la 

toma de decisiones regulatorias y judiciales, así 

como otras divergencias del Estado de Derecho. 

Si bien las empresas de todas las nacionalidades 

reconocen que en cualquier país existen riesgos 

políticos de este tipo que elevan el costo de hacer 

negocios, también es indudable que ellas buscan 

invertir en aquellos países con un sistema jurídico 

sólido y confiable que empate el nivel de riesgo con 

la rentabilidad de la inversión.  En un país donde 

exista mayor desequilibrio y, por lo tanto, un Estado 

de Derecho más frágil requieren que las empresas 

lleven a cabo inversiones más rentables y que 

renuncien a invertir si no se dispone de mayores 

rendimientos, que coincidan con los riesgos más 

altos. 

Una parte medular del sistema jurídico de cualquier 

país y, por ende, del Estado de Derecho, son los 

jueces que integran el sistema de administración de 

justicia. Por estas razones, la forma en que se 

analiza y lleva a cabo el nombramiento de la 

próxima persona que ocupe el cargo de Ministra o 

Ministro de la Suprema Corte de Justicia es 

fundamental para el Estado de Derecho. Para el 

nombramiento de funcionarios judiciales, por un 

lado los criterios de evaluación objetivos permiten 

designar los perfiles más preparados y 

experimentados como garantía de una actuación 

íntegra, fundamentada y motivada. Por otro lado, 

un proceso transparente, público y con espacios de 

participación abiertos a la comunidad jurídica y 

sociedad civil permite detectar influencias 

indebidas que podrían afectar la imparcialidad y la 

independencia de la función judicial, y contar con 

información relevante sobre los antecedentes de las 

y los aspirantes, que puede ser aportada por la 

ciudadanía. Además, un proceso que cuente con 

mecanismos adecuados para identificar y valorar el 

mérito de los participantes demostrará la voluntad 

política de México para contar con funcionarios 

judiciales a la altura del compromiso que ha hecho 

con el respeto y la garantía de los derechos 

humanos a nivel internacional. 

En consecuencia, la manera en que se desarrolle 

este proceso de nombramiento será un indicador 

importante para la comunidad jurídica nacional e 

internacional del grado de compromiso de México 

con el Estado de Derecho. 

Adicionalmente, dado que la vulnerabilidad de la 

independencia judicial es una problemática 

regional, y en particular lo que se refiere al proceso 

de nombramiento de altas autoridades del sistema 

de justicia, el proceso que lleve a cabo México será 

un referente importante para toda la región. Si se 

garantiza un proceso activamente transparente, 

público, abierto a la sociedad y legítimo, puede 

constituirse en una buena práctica para otros países 

de la región que atraviesen procesos similares.  

El Consejo busca abonar a la discusión del proceso 

mencionado, sin que esta aportación considere 

cuestiones o posiciones políticas, sino que se centra 

en las características del Estado de Derecho que 

sustentan la función judicial. Es decir, en cuestiones 

particulares del proceso, más allá de las personas 
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que terminen siendo propuestas para ocupar la 

vacante. 

Las y los integrantes del Consejo participan 

estrictamente como individuos, no como 

representantes de sus empleadores ni clientes, de 

forma voluntaria, pro bono y ejercen su propio 

criterio independiente. El único interés es apoyar el 

Estado de Derecho en México. 

Este documento pretende aportar elementos 

particulares a las y los actores involucrados en este 

proceso, así como a la comunidad jurídica mexicana 

para los esfuerzos que se lleven a cabo y para los 

que desde ahora el Vance Center del Colegio de 

Abogados de la Ciudad de Nueva York ofrece su 

apoyo. 

El Consejo no pierde de vista y reconoce procesos 

que anteriormente se han llevado a cabo en el 

Senado de la República con el fin de llevar a cabo 

procesos más informados, así como esfuerzos de la 

sociedad civil mexicana como el Observatorio 

Designaciones Públicas en varios procesos de 

designación incluyendo el nombramiento de 

Ministras o Ministros de la SCJN. Entre otros, 

destacan esfuerzos valiosos para analizar el proceso 

y emitir recomendaciones particulares.1 

El Consejo agradece los comentarios y aportaciones 

para este documento que realizaron Laurence 

Pantin, Coordinadora del Programa de 

Transparencia en la Justicia de México Evalúa, e Itzel 

Checa, Coordinadora del Observatorio 

Designaciones Públicas. 

 

                                                           

1 Informe final del Panel Internacional de Expertos para la elección de 
Ministra/o de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de México. 
Febrero 2019. Véase 

https://panelinternacionaldeexpertosmx.files.wordpress.com/2019/02/inf
orme_panel_scjn-_vf_feb202019.pdf  

https://panelinternacionaldeexpertosmx.files.wordpress.com/2019/02/informe_panel_scjn-_vf_feb202019.pdf
https://panelinternacionaldeexpertosmx.files.wordpress.com/2019/02/informe_panel_scjn-_vf_feb202019.pdf
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II. PROCESO DE RENOVACIÓN DE LAS VACANTES DE LA 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 

De acuerdo con el Capítulo IV del Título Tercero de 

la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos (CPEUM), la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación (SCJN) se compone de once 

integrantes, Ministras y Ministros que duran en su 

encargo 15 años. 

Para ser electa Ministra o Ministro de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación, se necesita: 

1. Ser ciudadano mexicano por nacimiento, en 

pleno ejercicio de sus derechos políticos y 

civiles. 

2. Tener cuando menos treinta y cinco años 

cumplidos el día de la designación; 

3. Poseer el día de la designación, con 

antigüedad mínima de diez años, título 

profesional de licenciado en derecho, 

expedido por autoridad o institución 

legalmente facultada para ello; 

4. Gozar de buena reputación y no haber sido 

condenado por delito que amerite pena 

corporal de más de un año de prisión; pero 

si se tratare de robo, fraude, falsificación, 

abuso de confianza y otro que lastime 

seriamente la buena fama en el concepto 

público, inhabilitará para el cargo, 

cualquiera que haya sido la pena. 

5. Haber residido en el país durante los dos 

años anteriores al día de la designación; y 

6. No haber sido Secretario de Estado, Fiscal 

General de la República, senador, diputado 

federal, ni titular del poder ejecutivo de 

alguna entidad federativa, durante el año 

previo al día de su nombramiento. 

Adicionalmente, el artículo 95 constitucional 

establece que los nombramientos deben recaer 

preferentemente en personas que “hayan servido 

con eficiencia, capacidad y probidad en la 

impartición de justicia o que se hayan distinguido 

por su honorabilidad, competencia y antecedentes 

profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica”. 

La CPEUM también establece que para nombrar a 

las Ministras y los Ministros de la Suprema Corte de 

Justicia, el Presidente de la República someterá una 

terna a consideración del Senado, el cual designará 

a la persona que deba cubrir la vacante por el voto 

de las dos terceras partes de los miembros del 

Senado presentes, dentro del improrrogable plazo 

de treinta días. Si el Senado no resolviere dentro de 

dicho plazo, ocupará el cargo de Ministro la persona 

que, dentro de dicha terna, designe el Presidente. 

La única guía que la CPEUM establece para el 

proceso que se debe llevar a cabo en el Senado es 

que la designación se debe llevar a cabo previa 

comparecencia de las personas propuestas. Es 

decir, otorga cierta discrecionalidad al Senado para 

definir un procedimiento de análisis y designación 

del candidato ideal de entre los propuestos por el 

Presidente y, de esa manera, actuar como un 

verdadero contrapeso respecto del Presidente.   

La Cámara de Senadores puede rechazar la totalidad 

de la terna propuesta, en cuyo caso, el Presidente 

de la República someterá una nueva. Si el Senado 

vuelve a rechazar la segunda terna, el Presidente de 

la República designa a la persona que ocupa el cargo 

dentro de las que integran de la segunda terna. 
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Finalmente, cada Ministro de la Suprema Corte de 

Justicia para ejercer su encargo protesta ante el 

Senado de la República con una frase solemne 

establecida en el texto constitucional. 

Considerando procesos de elección del pasado y de 

acuerdo con la CPEUM, la legislación secundaria y 

sus reglamentos2 y la práctica parlamentaria, 

podemos anticipar que el proceso para elegir a la 

persona que sustituya al Ministro Franco González 

Salas sucederá de la siguiente manera: 

1. El Ministro Presidente de la SCJN enviará un 

oficio al Presidente de la República y al 

Senado informando sobre la vacante 

próxima a producirse. 

2. El Ejecutivo Federal integrará la terna, y la 

Unidad de Enlace Legislativo de la 

Subsecretaría de Gobierno de la Secretaría 

de Gobernación, enviará a la persona que 

ocupe la presidencia de la Mesa Directiva 

del Senado de la República un oficio con la 

petición del titular del Ejecutivo Federal, 

para dar inicio al procedimiento de 

designación de un nuevo Ministro o 

Ministra de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación que cubrirá la vacante, con los 

nombres propuestos y los expedientes 

integrados. 

3. La Mesa Directiva del Senado de la 

República recibirá el oficio correspondiente 

y emitirá un acuerdo determinando el 

procedimiento para la elección de Ministra 

o Ministro de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación, el cual incluirá turnar los 

expedientes a la Comisión de Justicia del 

mismo Senado para que integre un 

dictamen relativo a los requisitos de 

                                                           

2 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, Ley Orgánica del 
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, Reglamento del 
Senado de la República. 

elegibilidad de las personas que integran la 

terna. 

4. La Comisión de Justicia del Senado de la 

República emitirá un acuerdo estableciendo 

el procedimiento para la dictaminación y 

para la comparecencia de las personas que 

integran la terna. Este es el acuerdo que 

generalmente establece algún 

procedimiento de parlamento abierto. 

5. Se llevarán a cabo las comparecencias de las 

personas que integran la terna. Son de 

carácter público y generalmente se 

transmiten por el Canal del Congreso o por 

internet. 

6. La Comisión de Justicia del Senado 

elaborará y aprobará el dictamen de 

elegibilidad de las personas que integran la 

terna y se envía al pleno del Senado. 

7. El Senado de la República en sesión del 

pleno someterá a consideración el 

dictamen de la Comisión de Justicia y 

realizará una votación por cédula3 para 

elegir a la nueva o nuevo Ministro de la 

SCJN. 

8. Si la votación alcanzara las dos terceras 

partes de los miembros presentes, se 

llamará al salón de plenos a la persona 

elegida para que rinda protesta.

3 Es un tipo de votación que se lleva a cabo a través del llenado de una 
papeleta o cédula que se deposita dentro de una urna por parte de 
cada legislador y legisladora, principalmente para elegir a funcionarios 
o integrantes de los órganos de gobierno. Véase 
http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=248  

http://sil.gobernacion.gob.mx/Glosario/definicionpop.php?ID=248


 

6 

III. ACCIONES CONCRETAS PARA EL PROCESO 

En esta sección el Consejo presenta 

respetuosamente una serie de consideraciones, 

elementos y recomendaciones, basados en los 

criterios fundamentales de estándares 

internacionales y experiencia comparada, en las 

etapas fundamentales del proceso. 

Estas consideraciones se presentan bajo el 

presupuesto de buscar un proceso que tienda más 

al escrutinio riguroso que a una preponderante 

politización, teniendo como resultado que quien 

ocupe el puesto sea la persona que cuente con 

mayores méritos y no la que haya construido la 

mejor red de apoyos políticos, en un proceso que 

permita evaluar a fondo la capacidad y los méritos 

de la candidata o candidato. 

Como ya se mencionó en el Capítulo anterior, el 

marco jurídico mexicano establece un proceso para 

la selección de las y los Ministros de la SCJN con 

participación de entes políticos, por lo cual es 

importante blindarlo de motivaciones puramente 

políticas. Lo anterior cobra especial relevancia 

cuando se compara con el nombramiento de jueces 

y magistrados federales, que están sujetos a 

evaluaciones y al mérito de la carrera judicial siendo 

finalmente nombrados por el Consejo de la 

Judicatura Federal y contantemente actualizados 

por la Escuela Federal de Formación Judicial. La 

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en 

                                                           

4 Garantías para la independencia de las y los operadores de justicia. 
Hacia el fortalecimiento del acceso a la justicia y el estado de derecho 
en las Américas. Párr 103. 
https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/Operadores-de-
Justicia-2013.pdf 
5 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr 77 

adelante “CIDH”) considera que un sistema de 

selección y nombramiento por parte de poderes 

políticos, por la propia naturaleza de las autoridades 

que eligen, puede representar riesgos para la 

independencia de las y los operadores electos.4 

La CIDH ha observado con preocupación procesos 

de selección y nombramiento en otros países de la 

región que, motivados por cuestiones de carácter 

político5, no están dirigidos a garantizar que 

obtengan los puestos quienes tengan más mérito o 

mejores capacidades profesionales. 

La CIDH reconoce que uno de los principales 

problemas en algunos países de la región es el 

elevado grado de politización de los sistemas de 

selección, nombramiento o elección de las y los 

operadores de justicia.6 En este sentido, la Comisión 

considera que si no se respetan ciertos parámetros 

básicos, el régimen de selección y nombramiento 

podría facilitar un alto grado de discrecionalidad por 

parte de las autoridades que participan en el 

proceso, en virtud de lo cual, las personas escogidas 

no serían, necesariamente, las más idóneas.7 

Un proceso que privilegie el mérito garantizará la 

independencia de la persona elegida y la legitimidad 

del proceso, que abonará a la legitimidad de la SCJN. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ya 

ha establecido que: 

6 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr. 57 
7 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr. 56 

https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/Operadores-de-Justicia-2013.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/defensores/docs/pdf/Operadores-de-Justicia-2013.pdf
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“[U]no de los objetivos principales que tiene la 
separación de los poderes públicos es la garantía de 
la independencia de los jueces y, para tales efectos, 
los diferentes sistemas políticos han ideado 
procedimientos estrictos, tanto para su 
nombramiento como para su destitución… la 
independencia de cualquier juez supone que se 
cuente con un adecuado proceso de nombramiento, 
duración establecida en el cargo y con una garantía 
contra presiones externas”8. 

Si bien la independencia judicial no se agota en el 

proceso de nombramiento de quienes imparten 

justicia, sino que es necesaria una serie de garantías 

y arreglos institucionales, un proceso de 

nombramiento de acuerdo con estos estándares sí 

es una condición indispensable para contar con 

juzgadoras y juzgadores independientes. 

La independencia judicial es un elemento esencial 

de un país democrático, un derecho humano y una 

garantía para la impartición de justicia adecuada. En 

el párrafo 10 de los Principios Básicos Relativos a la 

Independencia de la Judicatura9, se indica que las 

personas seleccionadas para ocupar cargos 

judiciales serán personas íntegras e idóneas y 

tendrán la formación o las calificaciones jurídicas 

apropiadas; y que todo método utilizado para la 

selección del personal judicial garantizará que este 

no sea nombrado por motivos indebidos. 

La CIDH ha señalado que el objetivo de todo proceso 

de selección y nombramiento de jueces y otros 

operadores de justicia debe ser seleccionar a las 

personas candidatas con base al mérito personal y 

su capacidad profesional, así como la singularidad y 

especificidad de las funciones que van a 

desempeñar de tal manera que se asegure la 

                                                           

8 Corte IDH, Caso Tribunal Constitucional c. Perú, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia del 31 de enero de 2001, Serie C n.º 71, párrs. 73 y 
75 
9 Adoptados por el Séptimo Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en 
Milán del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y confirmados por 

igualdad de oportunidades, sin privilegios o ventajas 

irrazonables.10 

A. Consideraciones para la 
integración y presentación de la 
terna 

La histórica obscuridad con la que se integra la terna 

presentada al Senado por el Ejecutivo Federal ha 

definido esta fase del proceso. 

De acuerdo con la legislación vigente, el Ejecutivo 

Federal solo está obligado a presentar una terna sin 

otro tipo de procedimiento, sin embargo, de 

acuerdo con las propias obligaciones en materia de 

derechos humanos que el Estado ha adoptado, se 

podría llevar a cabo un proceso abierto y 

transparente. 

Parte del reclamo social por un proceso más abierto 

tiene que ver con el factor de reducir la lista de 

potenciales personas candidatas, dentro de toda la 

comunidad jurídica mexicana, a tres personas. 

Además, esto sucede sin haber definido claramente 

el perfil de persona profesional del derecho que se 

está buscando, más allá de los requisitos 

constitucionales mínimos. 

La definición de un perfil se vuelve particularmente 

relevante al considerar que la SCJN ha estado 

integrada por diversos perfiles incluyendo jueces de 

carrera, abogadas y abogados de diferentes ámbitos 

del ejercicio de la profesión jurídica y académicos 

que han aportado una visión plural a las discusiones 

del Alto Tribunal. Además, tradicionalmente ha 

la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas en sus 
resoluciones 40/32 del 29 de noviembre de 1985, y 40/146 del 13 de 
diciembre de 1985 
10 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr. 75 



 

8 

habido un balance entre personas que provienen 

del poder judicial, y personas que no. 

La definición de un perfil conlleva saber qué 

características busca el Ejecutivo y con qué 

motivación se definen las mismas. Esto permite 

reducir la búsqueda de las personas a un ámbito en 

específico o con méritos en lo particular. En otras 

palabras, permite conocer el contenido y la 

interpretación que se le da al último párrafo del 

artículo 95 constitucional, que establece: 

Los nombramientos de los Ministros deberán recaer 
preferentemente entre aquellas personas que hayan 
servido con eficiencia, capacidad y probidad en la 
impartición de justicia o que se hayan distinguido por 
su honorabilidad, competencia y antecedentes 
profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica. 

Al respecto, estándares internacionales establecen 

que cada uno de los aspectos a valorar debe hacerse 

con base en criterios objetivos, considerado que se 

debe elegir personas que sean íntegras, idóneas y 

que cuenten con la formación o calificaciones 

jurídicas apropiadas.11 

Además, la creación de un perfil permite el poder 

adecuar la visión de la función que las personas 

elegidas deben desempeñar. En el caso Reverón 

Trujillo c. Venezuela, la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos estableció que: 

 …se debe seleccionar a los jueces exclusivamente 
por el mérito personal y su capacidad profesional, a 
través de mecanismos objetivos de selección y 
permanencia que tengan en cuenta la singularidad y 
especificidad de las funciones que se va a 

desempeñar.12 

En este sentido, es muy importante que las 

cualidades delineadas en el perfil tengan relación 

                                                           

11 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr. 75.; Ibid. Informe de la Relatora Especial sobre la 
independencia de los magistrados y abogados, Gabriela Knaul. párr. 
100 c 

con las atribuciones y las responsabilidades del 

cargo que se va a desempeñar, sin limitarse a 

conocimientos específicos, sino también a 

competencias y trayectorias profesionales, su perfil 

o ideología constitucional así como su visión del 

papel del juzgador en el contexto actual en México. 

A su vez, es importante que este perfil sea 

detallado, pues constituirá una guía importante no 

solo para la selección de las personas que integrarán 

la terna, sino para el subsecuente trabajo de 

evaluación y análisis de los perfiles. Esto incluye que 

se esboce claramente lo que se espera de las 

personas candidatas en el plano académico, 

profesional y ético. En este aspecto, la CIDH es de la 

opinión que a efecto de garantizar que tanto el 

mérito personal como la capacidad profesional sean 

adecuadamente valorados y en condiciones de 

igualdad dentro de los procesos de selección y 

nombramiento, resulta sumamente conveniente 

que se establezcan criterios objetivos para 

determinar con precisión su contenido.13 

Para el Consejo es relevante mencionar que el 

sistema de ternas somete a las personas candidatas 

a una competencia entre sí generando desgaste y 

legitimidad disminuida una vez elegidas. La 

importancia de establecer un perfil radica también 

en que en lugar de llevar a cabo una comparación 

entre los tres perfiles, que pueden ser muy distintos 

y generar una competencia injusta, se haga una 

comparación de cada una de las personas con el 

perfil, para valorar si se cumple con el mismo, en 

lugar de comparar entre las tres personas. 

En este mismo sentido, destaca que el mérito y 

capacidades profesionales de las personas que 

integran la terna deben ser equiparables, de forma 

12 Corte IDH, Caso Reverón Trujillo c. Venezuela. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 30 de junio de 2009, Serie 
C n.º 197,  párr. 72. 
13 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr. 78 
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que la terna no sea una simulación cuando en 

realidad hay una persona que es la clara favorita, 

sino que permita un verdadero ejercicio de análisis 

ante tres perfiles igualmente buenos. Aunado a este 

aspecto, resulta fundamental que la presentación 

de la terna no se limite al envío de los nombres y 

una reseña curricular, sino que se motive cómo 

estas personas cumplen con el perfil establecido y 

las cualidades buscadas dentro de toda la 

comunidad jurídica. En otras palabras, es 

importante contestar la pregunta ¿por qué 

considera el Ejecutivo Federal que, dentro de toda 

la comunidad jurídica, estas son las tres personas 

que destacan para ocupar una vacante del más Alto 

Tribunal? 

En Argentina, existe un Decreto que regula el 

procedimiento para el ejercicio de la facultad del 

Presidente de la Nación para el nombramiento de 

los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, que 

establece que la finalidad del procedimiento es: “la 

preselección de candidatos … en un marco de 

prudencial respeto al buen nombre y honor de los 

propuestos, la correcta valoración de sus aptitudes 

morales, su idoneidad técnica y jurídica, su 

trayectoria y su compromiso con la defensa de los 

derechos humanos y los valores democráticos que 

lo hagan merecedor de tan importante función.”14 

En Argentina también existe el antecedente de un 

Decreto dictado por el Poder Ejecutivo para incluir a 

la sociedad civil en el proceso de designación, a 

manera de autolimitación a la atribución del Poder 

                                                           

14 Decreto 222/2003. Procedimiento para el ejercicio de la facultad 
que el inciso 4 del artículo 99 de la Constitución de la Nación Argentina 
le confiere al Presidente de la Nación para el nombramiento de los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Marco 
normativo para la preselección de candidatos para la cobertura de 
vacantes. http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/85000-
89999/86247/norma.htm  
15 Ver DPLF "Avances en la selección de jueces en Argentina: un 
ejemplo de colaboración entre el Estado y la sociedad civil" disponible 

Ejecutivo para la selección y designación de nuevos 

integrantes de la Corte Suprema de Justicia.15 

Aunque para un proceso distinto, en el Perú se 

prevé la creación de un perfil para la elección de las 

y los integrantes de la Junta Nacional de Justicia 

(órgano similar al Consejo de la Judicatura de Poder 

Judicial de la Federación). Como un ejemplo del 

nivel de detalle, el perfil que se definió para un 

proceso llevado a cabo en 201916 es el siguiente:  

El miembro de la Junta Nacional de Justicia se 
encuentra comprometido con la independencia de su 
función. 

Tiene conocimientos jurídicos suficientes sobre los 
principios, valores, derechos e instituciones 
consagrados en la Constitución Política del Perú y 
sobre el Estado Constitucional peruano; así como de 
los fines y el sistema de justicia, la labor judicial y 
fiscal. Tiene conocimientos y competencias en 
materia de control disciplinario, derecho 
sancionador y, en general, aplica el Derecho con 
criterios de justicia y equidad. 

Mantiene un compromiso con el Estado de Derecho, 
la defensa de los derechos fundamentales de la 
persona, los valores democráticos, la transparencia e 
integridad. Resuelve con imparcialidad, prudencia, 
objetividad y transparencia, proscribiendo cualquier 
tipo de presión política, económica, social, mediática 
o de cualquier otra índole. 

Tiene, además, conocimientos de gestión pública y 
del talento humano. Cuenta con capacidad de 
razonamiento, argumentación y aptitudes para 
generar consensos. 

en http://www.dplf.org/sites/default/files/aportes_17_web.pdf; Alba 
M. Ruibal “La sociedad civil en el proceso de reformas a la Corte 
Suprema Argentina” disponible en 
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0188-
25032008000400003  
16 El Peruano. Publicación del 23 de abril de 2019. 

http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/85000-89999/86247/norma.htm
http://servicios.infoleg.gob.ar/infolegInternet/anexos/85000-89999/86247/norma.htm
http://www.dplf.org/sites/default/files/aportes_17_web.pdf
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0188-25032008000400003
http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S0188-25032008000400003
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Posee una ejecutoria de vida que demuestra 
probadamente: probidad, idoneidad y trayectoria 
democrática. 

Finalmente, la creación de un perfil permite 

garantizar la igualdad de condiciones en el acceso a 

los cargos de las y los operadores de justicia. La CIDH 

considera que es prioritario brindar una 

oportunidad abierta e igualitaria a través del 

señalamiento ampliamente público, claro y 

transparente de los requisitos exigidos para el 

desempeño del cargo.17 

B. Revisión de los expedientes y 
elementos adicionales por la 
Comisión de Justicia del Senado de la 
República 

Una vez presentada la terna al Senado de la 

República, corresponde a la Comisión de Justicia 

conducir el procedimiento para evaluar los perfiles 

de las personas propuestas, y llevar a cabo un 

dictamen para su elegibilidad. 

Si bien el plazo de 30 días que tiene el Senado para 

llevar a cabo la designación de la persona que 

ocupará la vacante es muy corto, sí hay una labor 

importante que la Comisión de Justicia puede llevar 

a cabo, y apoyarse mediante la apertura del proceso 

conforme a los principios del parlamento abierto 

para que la comunidad jurídica pueda aportar a 

coadyuvar al Senado a recabar la información más 

detallada posible sobre los candidatos y al 

escrutinio de las personas que integran la terna.  

Después de todo, es importante recordar que el 

sistema jurídico mexicano está integrado por 

                                                           

17 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr.79. 
18 Mencionados en el orden del año de su fundación 
19 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr. 80 

abogados, jueces y fedatarios públicos y que, si bien 

la colegiación no es obligatoria en México, existen 

colegios de abogados como el Ilustre y Nacional 

Colegio de Abogados de México, la Barra Mexicana 

de Abogados, y la Asociación Nacional de Abogados 

de Empresa,18 y otras redes como Abogadas MX, 

que podrían dotar a la Comisión de Justicia dentro 

del plazo de 30 días antes señalado, de un estudio 

que no sólo cubra los requisitos formales de 

elegibilidad sino que también alimente al proceso 

de información adicional y necesaria para 

robustecer el proceso de revisión y, 

posteriormente, el proceso de comparecencia de las 

personas candidatas. 

La CIDH considera positivo que los procedimientos 

sean abiertos al escrutinio de los sectores sociales, 

lo cual reduce significativamente el grado de 

discrecionalidad de las autoridades encargadas de la 

selección y nombramiento y la consecuente 

posibilidad de injerencia de otros poderes, 

facilitando la identificación del mérito y capacidades 

profesionales de las y los candidatos. La Comisión 

considera que lo anterior resulta fundamental 

cuando se trata de la designación de las y los 

operadores de justicia de las más altas jerarquías y 

el procedimiento y selección se encuentra a cargo 

del poder ejecutivo o legislativo.19 

La Comisión de Justicia de legislaturas anteriores del 

Senado de la República ya ha llevado a cabo algunos 

de estos ejercicios. En procesos llevados a cabo en 

2012 y 2015, solicitó la siguiente información para 

la evaluación de los perfiles:20 

 Un ensayo en el que expongan los principales 
retos de la justicia constitucional en México y 
cómo éstos deben ser atendidos. 

20 Senado de la República. LXII - LXIII Legislaturas. Comisión de Justicia. 
Véase 
https://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/ministros1.php y 
https://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/ministro.php  

https://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/ministros1.php
https://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/ministro.php
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 Un escrito en el que expongan tres ejecutorias de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Dos de 
ellas, por considerarlas las más relevantes en 
cuanto a sus implicaciones jurídicas, 
institucionales y sociales, y una tercera por 
implicar un retroceso en la interpretación 
constitucional. 

 Un escrito en el que expongan tres temas de 
atención urgente en los que usted plantearía que 
la Corte ejerza su facultad de atracción. 

 Un escrito que contenga un pronunciamiento 
sobre el perfil que debe tener un Ministro de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, a partir 
de la reforma de derechos humanos de 2011. 

 Un escrito que contenga una descripción de los 
perfiles que buscaría para integrar su ponencia. 

Esta información se publicó en la página de internet. 

Además, para el proceso de 201221, por tratarse las 

y los candidatos propuestos de personas 

provenientes de la carrera judicial, se solicitó 

información al Consejo de la Judicatura Federal 

sobre las visitas y el desempeño judicial, 

estadísticas, quejas, historial de capacitación, 

reconocimientos y sanciones. También se solicitó 

información a la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación relativa a las tesis en que los candidatos 

hubieran participado como ponentes, 

contradicciones de tesis en las que hubieran 

participado y sus votos particulares. 

Si bien esta información puede resultar voluminosa, 

permite ampliar el conocimiento sobre las y los 

candidatos, y las justificaciones de sus elecciones 

dan luz sobre sus intereses y preocupaciones, que 

                                                           

21 Senado de la República. LXII - LXIII Legislaturas. Comisión de Justicia. 
Véase https://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/ministros.php 
y https://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/ministros1.php  
22 Senado de la República. Comisión de Justicia. LXIV Legislatura. Véase 
http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ACUERDO

_MD_MSCJN_CJ.pdf y 

sirve como base para tomar una decisión mucho 

más informada y razonada por parte del Senado. 

La comunidad jurídica puede tener un papel muy 

relevante para el análisis de la información 

presentada, y para dotar de información a la 

Comisión de Justicia más allá de la aportada por las 

y los candidatos. En los últimos procesos llevados a 

cabo a en 2019, se permitió a organizaciones de la 

sociedad civil y a personas interesadas presentar 

escritos para manifestar su opinión respecto a las 

aspirantes que integraban la terna.22 Sin embargo, 

la información presentada no se hizo pública, y el 

último dictamen de la Comisión de Justicia solo hizo 

referencia el número de documentos y una breve 

reseña, sin mencionar cómo se consideraron estos 

en el análisis realizado.23 

Adicionalmente es importante mencionar que se 

debe tratar de un ejercicio más allá de que las y los 

candidatos consigan cartas de apoyo a sus 

candidaturas, y que integrantes de la comunidad 

jurídica las presenten apoyando a una o uno solo de 

las personas candidatas de la terna. La comunidad 

jurídica, dada la relevancia del proceso debe hacer 

un análisis más profundo de las personas que 

integran la terna y aportar elementos de su propio 

análisis de la información puesta a la vista y 

obtenida por otros medios. 

La CIDH ha establecido que resulta positivo, sobre 

todo para el nombramiento de jueces de alta 

jerarquía, que los procedimientos sean abiertos al 

escrutinio de los sectores sociales, lo cual reduce 

significativamente el grado de discrecionalidad de 

las autoridades encargadas de la selección y 

nombramiento y la consecuente posibilidad de 

http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ministra/
dictamen.pdf  
23  Senado de la República. Comisión de Justicia. LXIV Legislatura. 
Véase 
http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ministra/
dictamen.pdf  

https://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/ministros.php
https://www.senado.gob.mx/comisiones/justicia/ministros1.php
http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ACUERDO_MD_MSCJN_CJ.pdf
http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ACUERDO_MD_MSCJN_CJ.pdf
http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ministra/dictamen.pdf
http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ministra/dictamen.pdf
http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ministra/dictamen.pdf
http://comisiones.senado.gob.mx/justicia/docs/nombramientos/ministra/dictamen.pdf
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injerencia de otros poderes, facilitando la 

identificación del mérito y capacidades 

profesionales de las y los candidatos.24 

C. Comparecencias públicas 

Como parte de la actividad que lleva a cabo la 

Comisión de Justicia y que se encuentra prevista en 

la Constitución, se organizan comparecencias 

públicas en las que las y los candidatos tienen la 

oportunidad de exponer y contestar preguntas de 

los senadores y de la sociedad civil interesada. La 

metodología de estas comparecencias es 

determinada en un acuerdo de la Comisión de 

Justicia. 

La CIDH ha establecido que realizar entrevistas es 

una buena práctica, con el fin de evaluar las 

capacidades de los aspirantes, y en las que la 

ciudadanía, las organizaciones no gubernamentales 

y otros interesados puedan tener la posibilidad de 

conocer las respuestas, así como de impugnar a los 

candidatos y expresar sus inquietudes o su apoyo.25 

En este aspecto es relevante que las y los Senadores 

de la Comisión de Justicia tengan la oportunidad de 

establecer criterios objetivos para las preguntas, así 

como hacer algunas preguntas comunes, que 

permitan comparar las respuestas de las y los 

candidatos. Entre algunos de los aspectos 

relevantes para evaluar se encuentran:26 

a) Antecedentes de independencia e 

imparcialidad, 

b) Honorabilidad y una historia de conducta 

intachable, 

                                                           

24 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr. 80 
25 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. párrs. 81 y 249.B.6 

c) Compromiso con la institucionalidad del 

poder judicial, 

d) Capacidad de expresión oral de los 

postulantes, 

e) Compromiso con la protección de los 

derechos humanos, los valores 

democráticos y la transparencia, 

f) Capacidad para entender la relevancia 

jurídica y social del cargo, 

g) Capacidad para encontrar soluciones a 

problemas que se presentan, 

h) Capacidad para tomar en consideración las 

posiciones de otras personas, 

i) Conocimientos relativos al cargo. En este 

tipo de preguntas, es importante garantizar 

la objetividad, pues es común en algunos 

países de la región hacer preguntas muy 

difíciles a personas candidatas a quienes se 

quiere perjudicar, y hacer preguntas fáciles 

a personas candidatas a quienes se quiere 

apoyar. Un mecanismo para garantizar la 

objetividad de estas preguntas es contar 

con un banco de preguntas y elegir al azar. 

Es necesario destacar en esta etapa la importancia 

de establecer criterios objetivos que se respeten 

para la celebración de estas comparecencias, con el 

fin de garantizar igualdad de circunstancias en la 

evaluación de las personas que integran la terna, 

uno de los aspectos que la CIDH ha destacado para 

el proceso. Parte de esto tiene que ver con la 

participación de las y los Senadores en las 

comparecencias pues en el pasado ha sido muy 

evidente que en la comparecencia de la persona 

favorita hay mucha participación, y no en las otras.  

La Comisión de Justicia tradicionalmente ha 

facilitado que la sociedad civil en general pueda 

26 Lineamientos para una selección de integrantes de altas cortes de 
carácter transparente y basada en los méritos. DPLF. 
http://dplf.org/sites/default/files/seleccion_de_integrante_de_altas_corte
s.pdf  

http://dplf.org/sites/default/files/seleccion_de_integrante_de_altas_cortes.pdf
http://dplf.org/sites/default/files/seleccion_de_integrante_de_altas_cortes.pdf
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hacer llegar preguntas para las comparecencias, en 

armonía con una recomendación de la CIDH. 

Considerando la importancia de este proceso, nada 

impide que la comunidad jurídica pueda también 

organizar sus propios eventos e intercambios con 

las personas propuestas en la terna para sostener 

conversaciones que permitan conocer más sobre la 

visión de las personas candidatas sobre distintos 

temas.  En este tipo de ejercicios las instituciones 

académicas pueden jugar un papel relevante. 

Tanto para la evaluación de los expedientes y de la 

información recopilada por la Comisión de Justicia, 

así como para las comparecencias, resultaría 

importante generar un instrumento de evaluación 

de los perfiles que utilicen las y los integrantes del 

Senado de la República sea público. Esto 

garantizaría no solamente la guía a través de 

criterios objetivos para la evaluación, sino que las 

personas integrantes de la terna tengan certeza de 

los criterios utilizados.  

Adicionalmente la publicidad de los formatos de 

estos instrumentos de evaluación permitiría que 

integrantes de la comunidad jurídica y de sociedad 

civil puedan llevar a cabo su propia evaluación bajo 

los mismos criterios. Inclusive, la publicación de las 

cédulas completadas por Senadoras y Senadores 

daría transparencia al ejercicio de evaluación que se 

lleva a cabo. 

Este ejercicio no sería inédito y existen 

antecedentes para sustentarlo dentro de la práctica 

mexicana. Dentro del Senado de la República, esto 

se ha hecho en los procesos para la designación de 

las personas integrantes del Instituto Nacional de 

Transparencia, Acceso a la Información y Protección 

de Datos Personales, y del Comité de Participación 

Ciudadana del Sistema Nacional Anticorrupción. En 

la Cámara de Diputados se ha llevado a cabo para la 

designación de las personas consejeras del Instituto 

Nacional Electoral. Para este último caso, la Sala 

Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de 

la Federación ha establecido en reiteradas 

ocasiones que las cédulas o instrumentos de 

evaluación deben hacerse públicas. 

D. Dictamen de la Comisión de 
Justicia 

En la Comisión de Justicia del Senado de la República 

recae la responsabilidad de que el dictamen no se 

trate de la revisión de los requisitos constitucionales 

mínimos que el Ejecutivo ya revisó, sino de un 

verdadero análisis sobre los perfiles de las personas 

propuestas y conclusiones sobre la idoneidad de 

cada integrante de la terna. 

Si la Comisión de Justicia se hace llegar de la 

información para hacer una verdadera revisión de 

los perfiles, mencionada en los dos apartados 

anteriores, tendrá elementos suficientes para hacer 

un análisis profundo de las capacidades, 

conocimientos y cualidades de las personas 

propuestas. 

Existe ya un antecedente dentro del Senado de la 

República en el que la Comisión de Anticorrupción, 

Transparencia y de Participación Ciudadana de la 

LXIV Legislatura, determinó la inelegibilidad de 3 

personas en el proceso para la designación de 

integrantes de la Comisión de Selección del Comité 

de Participación Ciudadana del Sistema Nacional 

Anticorrupción, por razones que perfectamente 

bien se pueden trasladar al proceso para a 

designación de una o un Ministro. Estos incluyen 

omitir declarar señalamientos previos de conflictos 

de intereses, la existencia de conflictos de intereses 

potenciales, el pobre desempeño en la entrevista, y 

en particular el “carecer de claridad en su 

argumentación y demostrar poco sentido crítico 

tanto en su exposición, como al momento de 
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responder preguntas hechas por la sociedad civil y 

de los grupos parlamentarios”.27 

E. Votación en el Pleno del Senado 
de la República 

La ex Relatora Especial sobre la independencia de 

magistrados y abogados observó que la 

participación del poder legislativo en el 

nombramiento de los funcionarios judiciales 

entraña el riesgo de politización.28 

Como ya se mencionó anteriormente, no se pierde 

de vista que el encargar el nombramiento de las 

personas que realizarán estas funciones públicas a 

un órgano político, tendrá necesariamente un 

elemento político en la decisión, lo cual implica que 

cabe una decisión discrecional ante dos o más 

personas candidatas que cumplan igualmente con 

los requisitos. No obstante, a pesar de haber un 

grado de discrecionalidad en la decisión, esto no 

implica en ningún caso, que se pueda tratar de una 

decisión arbitraria e infundada.  

Por esta razón, la discusión que se tenga en el seno 

del órgano legislativo debe ser pública, motivada y 

clara respecto a las valoraciones que se realizan 

sobre los perfiles. Sobre todo y con mayor razón al 

tratarse de una votación por cédula, pues por su 

naturaleza e. 

Finalmente, la CIDH considera que lo más relevante 

para cualquier procedimiento de nombramiento y 

selección es que, desde una perspectiva sustancial, 

los Estados aseguren que éstos no sean realizados o 

                                                           

27 Senado de la República. Comisión de Justicia. LXIV Legislatura. 
Véase: 
http://comisiones.senado.gob.mx/anticorrupcion/reu/docs/dictamen_041
120.pdf   
28 Ibíd. Informe de la Relatora Especial sobre la independencia de los 
magistrados y abogados, Gabriela Knaul. párr. 25 

puedan ser percibidos por la ciudadanía como 

decididos con base en razones de carácter político, 

afectando la convicción de los justiciables en su 

actuar independiente.29 

29 Ibíd. Garantías para la independencia de las y los operadores de 
justicia. Párr. 106 
 

http://comisiones.senado.gob.mx/anticorrupcion/reu/docs/dictamen_041120.pdf
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